P-126.127-RQ- “Baigorria, Raúl Horacio s/ Recurso de queja en causa N° 66.684 del Tribunal de Casación Penal, Sala IV”.

///Plata, 10 de agosto de 2016.-

AUTOS Y VISTOS:
La presente causa P.126.127-RQ, caratulada: “Baigorria, Raúl Horacio s/ Recurso de queja en causa N° 66.684 del Tribunal de Casación Penal, Sala IV”,
Y CONSIDERANDO:

I. La Sala IV del Tribunal de Casación Penal -mediante el pronunciamiento dictado el 4 de mayo de 2015- acogió parcialmente el recurso de la especialidad articulado por la defensa oficial de Raúl Horacio Baigorria, contra el fallo del Tribunal en lo Criminal con asiento en Azul que lo había condenado a la pena de catorce años de prisión, accesorias legales y costas, por hallarlo autor de los delitos de homicidio en grado de tentativa agravado por el uso de arma de fuego en concurso ideal con homicidio agravado por el uso de arma de fuego. 

En consecuencia, de acuerdo a los parámetros establecidos en los arts. 40 y 41 del C.P., fijó el monto de pena a imponer en trece años y diez meses de prisión, accesorias legales y costas, excluyendo las correspondientes a esa sede (fs. 32/51).
II. Interpuesto el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley por la defensa, con fecha 25 de agosto de 2015 el órgano de mención lo declaró parcialmente admisible (fs. 71/76).
III. Contra la parcela de la decisión que le fue adversa se alzó nuevamente la defensa técnica del encartado -doctor Nicolás Agustín Blanco- mediante el recurso de queja obrante a fs. 79/85 vta.

Luego de referirse a los recaudos de admisibilidad del remedio directo intentado, denunció -en torno a la procedencia- que el tribunal intermedio excedió las facultades que le otorga el ceremonial, al efectuar el juicio de admisibilidad, incurriendo de ese modo en una desnaturalización de las normas procesales en perjuicio del imputado (fs. 82).

Explicó que el a quo concedió el remedio extraordinario sólo en lo atinente a la errónea aplicación del art. 41 bis al art. 79 -ambos del C.P.-, declarándolo inadmisible respecto de los demás motivos de agravio (v. fs. cit.).

De ello coligió que el órgano casatorio aplicó erróneamente el art. 494 del C.P.P., dado que verificándose todos los requisitos de admisibilidad exigidos por dicha norma (violación de los arts. 40 y 41 y del art. 41 inc. 2° in fine, todos del C.P.), “exigió la existencia de una cuestión federal, que, está demás aclarar, sólo resulta exigible para abrir la vía extraordinaria en caso de no verificarse las establecidas por la norma ritual citada” (fs. 83, destacado en el original). 
Sostuvo además, que al denegar los agravios de contenido federal, (vinculados con la revisión amplia del fallo y el dictado de una sentencia arbitraria por tratamiento aparente de la denunciada infracción del art. 41 inc. 2 del C.P.) excedió las facultades que le incumben al compulsar los agravios de la senda extraordinaria.

En relación a ello, aseveró que el Tribunal de Casación, de conformidad con lo mandado por el art. 486 bis -cfe. ley 14.647- debió limitarse a corroborar la concurrencia de los requisitos del art. 494, esto es, la definitividad de la sentencia, el monto de la pena y la invocación de la inobservancia o la errónea aplicación de la ley sustantiva o doctrina legal referida a ella y, en su caso, el planteamiento de una cuestión de carácter federal (fs. 83 y vta.).

En ese entendimiento, postuló que el a quo  “al resolver, entre otras cosas, que el reclamo se desentiende de lo resuelto por el tribunal; sin evidenciar arbitrariedad ni falta de fundamento; o que debe fulminarse el agravio por aplicación de la doctrina de los propios actos” (fs. 83 vta.), se expidió sobre la aptitud y el mérito de los argumentos expuestos, adentrándose en el análisis de la procedencia del recurso, excediendo su jurisdicción (fs. 83 vta./84).

Consideró además que -al así decidir- el tribunal intermedio vedó a su asistido el acceso a la jurisdicción en el marco de la garantía de la revisión amplia del fallo de condena -art. 8 inc. 2 h C.A.D.H. y 14.5 P.I.D.C.y P.- (fs. 85).
Finalmente, denunció que siendo la sanción de la ley 14.647 posterior a la fecha de la presunta comisión del hecho enrostrado al encausado, deben evitarse los rigorismos en la evaluación del caso por el órgano revisor ya que de otro modo se vulneraría el principio de legalidad (art. 9 C.A.D.H. y 15 P.I.D.C.y P.), colocando a su defendido en una situación más gravosa, teniendo que sortear un juicio de admisibilidad previo y de mayor rigurosidad para acceder a esta instancia (fs. cit.).
IV. La queja prospera.
1. El recurso extraordinario incoado a favor de Baigorria se estructuró en torno a la denuncia de a) inobservancia de los arts. 40 y 41 del C.P. y a partir de ello  la violación al art. 8.2 h) de la C.A.D.H.; b) arbitrariedad en la determinación de la pena por contradictorio tratamiento de la agravante vinculada a la premeditación del suceso c) errónea aplicación de art. 41 bis en relación al art. 79 del C.P.; e d)  inobservancia del art. 41 inc. 2° in fine del C.P.-e íntimamente relacionado con ello- la violación del derecho del imputado a ser oído (art. 18 de la C.N.).

2. La instancia intermedia sólo consideró admisible la crítica de derecho común vinculada con la agravante genérica del art. 41 bis en relación al art. 79 del digesto de fondo (reseñada en el punto c precedente; v. fs. 74 vta., segundo párrafo), y sobre dicha base efectuó la concesión parcial que arribó a esta sede (v. causa P. 126.714). 
3. A su turno la presentación efectuada en esta instancia ha circunscripto su queja al tratamiento que el órgano casatorio dispensó a los puntos identificados en los apartados a y b. En consecuencia, en esa medida corresponde que se expida este Tribunal (cfe. doctrina causas 125.837, res. del 14/X/2015; P.125.578 res. del 12/VIII/2015; P.125.652 res. del 18/IX/2015).
V. Sentado lo que antecede corresponde advertir que asiste razón a la defensa tanto cuando señala que el tribunal intermedio ha excedido las facultades que le competen a tenor de lo normado en el art. 486 del C.P.P. (al analizar la admisibilidad del remedio incoado en favor de Baigorria) cuanto al poner de manifiesto el yerro del a quo en torno al análisis efectuado de acuerdo a las prescripciones del art. 494 del ritual (en torno a los planteos de ley sustantiva).
En efecto, al decidir la inadmisibilidad de la vía en el entendimiento de que “el remedio casatorio fue declarado admisible, el agravio abordado aunque desestimado sin limitaciones rituales y afirmaciones dogmáticas de índole alguna exponiéndose claramente las razones por las cuales se rechazó el planteo formulado en cuanto a la aplicación del art. 41 del C.P…” (v. fs. 73. último párrafo) se  pronunció sobre el acierto jurídico de la pretensión revisora, haciendo una defensa de la juridicidad de su propia decisión que resulta censurable a la luz de las disposiciones rituales aplicables (cfe. art. 486, 486 bis y 487 C.P.P. y doct. causa P. 126.587-RQ, res. del 6/IV/2016).
Para más, al descartar esa crítica circunscribiendo el contenido del agravio al aspecto constitucional (cfe. art. 8.2.h C.A.D.H.) sin advertir la denuncia de ley sustantiva efectuada a su respecto (infracción a los arts. 40 y 41 del C.P.) sesgó indebidamente el escrutinio que le compete realizar en orden a lo preceptuado por el art. 494 del rito local, inobservando las disposiciones generales y específicas que resultan necesarias para decidir fundadamente sobre el tópico, de acuerdo al objeto y finalidad del medio impugnatorio interpuesto (cfe. P. 126.692, res. del 30/III/2016).
Los déficits apuntados -que fueran puestos de manifiesto en la queja- obstan a tener por válido el juicio de admisibilidad negativo efectuado en la instancia anterior- en torno a los puntos señalados.
2. En ese entendimiento, como Tribunal del recurso -por economía procesal y con el objeto de garantizar el postulado contenido en el art. 2 del C.P.P. (cfe. doct. causa 126.022, res. del 30/III/2016), debe señalarse que  -conforme quedara explicitado y en lo que aquí importa- el recurrente impugnó la sentencia de casación que condenó a su asistido a la pena de trece años y diez meses de prisión denunciando la a) la errónea aplicación de art. 41 bis en relación al art. 79 del C.P.; y b) la inobservancia de los arts. 40 y 41 del del mismo digesto punitivo. (v. fs. 55/70 vta., especialmente puntos V.1.A y V.2). 
Asimismo, y a contrario de lo concluido por la Sala interviniente la parte introdujo denuncias de índole federal -imbricadas con las de derecho común- vinculadas con la infracción del derecho al recurso por el insuficiente tratamiento de las mensurantes de la pena (v. punto V.A última parte), la arbitrariedad de la sentencia (v. punto V.B por defecto lógico -violación del principio de no contradicción) y ne bis in idem (v. punto V. 2 por doble valoración del arma como circunstancia aumentativa), con la suficiencia y carga técnica que es requerida en el marco de la doctrina de Fallos 308:490; 310: 324, 311:2478 y su progenie.
En otras palabras, la impugnación formalizada en aquella sede ha sido erróneamente descartada -en relación a los puntos señalados- pues fue intentada contra una sentencia definitiva -emanada del Tribunal de Casación Penal- que condenó al encartado a una pena privativa superior a diez años,  denunciándose -entre planteos de índole federal- la errónea aplicación e inobservancia de la ley sustantiva (arts. 40, 41, 41 bis en relación al art. 79 del Código Penal).
Siendo ello así, corresponde admitir la queja en examen, declarar admisible el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley con el alcance indicado y acollarar estos autos al legajo P.126.714 (art. 486, 486 bis 487,  494  y ccdes. del C.P.P.). 

Por ello la Suprema Corte de Justicia,
RESUELVE: 
Hacer lugar a la Queja y -en consecuencia- declarar mal denegado el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley intentado a favor de Baigorria, con el alcance señalado (arts. 486, 486 bis, y ccds. del C.P.P.). 
Regístrese, notifíquese y acollárese la presente al legajo P.126.714  (art. 486, 486 bis 487, 494 y ccds. del C.P.P.).
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